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RESOLUCION de 4 de abril de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía con fecha 6 de octubre de
1999.

En el recurso contencioso-administrativo número 599/97,
interpuesto por doña M.ª Josefa y don Juan Carlos Higuera
Blanco, don Bernardo Blanco Rodríguez y doña Natividad Rodrí-
guez Cañuelo contra Resolución del Tribunal Económico-Admi-
nistrativo Regional de Andalucía, número 14/3624/95, 3625,
3719 y 3720/95 Acumuladas, la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía ha
dictado sentencia, que es firme, de fecha seis de octubre de
mil novecientos noventa y nueve, cuya parte dispositiva es del
siguiente tenor literal:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso inter-
puesto por la representación procesal de doña María Josefa
Higuera Blanco y otros que han sido designados en el Enca-
bezamiento de esta sentencia contra la Resolución del TEARA
de fecha 29 de noviembre de 1996, igualmente mencionada
en el Primer Fundamento de Derecho de la misma, debemos
declarar y declaramos no haber lugar a la prescripción alegada;
al propio tiempo que anulamos la segunda comprobación de
valores a que se refiere la Resolución impugnada, así como
los actos posteriores de liquidación dictados como consecuen-
cia de ella. Sin costas».

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial; y 103 y siguientes
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, pro-
pongo a V.I. acuerde el cumplimiento, en sus propios términos,
de la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba, 4 de abril de 2000.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

RESOLUCION de 4 de abril de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía con fecha 10 de noviembre
de 1999.

En el recurso contencioso-administrativo número 821/96,
interpuesto por doña María Salido Pérez contra Resolución
del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Andalucía
número 14/1197/95, la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía ha dictado sen-
tencia, que es firme, de fecha diez de noviembre de mil nove-
cientos noventa y nueve, cuya parte dispositiva es del siguiente
tenor literal:

«Fallamos: Que, estimando el presente recurso, debemos
de anular y anulamos la Resolución del TEARA, objeto de
la presente, y en su lugar declaramos la prescripción de la
acción de la Administración para la comprobación de valores,
declarando la nulidad del expediente de comprobación de valo-
res. No se aprecian motivos para una imposición de costas».

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguientes
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, pro-
pongo a V.I. acuerde el cumplimiento, en sus propios términos,
de la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba, 4 de abril de 2000.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

RESOLUCION de 4 de abril de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía con fecha 27 de noviembre
de 1999.

En el recurso contencioso-administrativo número 821/96,
interpuesto por don Rafael Salinas Gavilán contra Resolución
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del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Andalucía
número 14/1658/95, la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía ha dictado sen-
tencia, que es firme, de fecha veintisiete de noviembre de
mil novecientos noventa y nueve, cuya parte dispositiva es
del siguiente tenor literal:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el
recurso presentado por el Procurador Sr. Escribano de la Puer-
ta, en nombre y representación de don Rafael Salinas Gavilán,
contra la Resolución del TEARA recogida en el Primer Fun-
damento Jurídico, la cual confirmamos por su adecuación con
el ordenamiento jurídico. No se aprecian motivos para una
condena en costas».

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgáni-
ca 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguientes
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, pro-
pongo a V.I. acuerde el cumplimiento, en sus propios términos,
de la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba, 4 de abril de 2000.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

RESOLUCION de 7 de febrero de 2000, de la
Viceconsejería, por la que se declaran como minerales
las aguas procedentes del sondeo Los Villares, sito en
la finca Los Villares-Altos de Santa Amalia, del término
municipal de Córdoba.

Visto el expediente elevado por la Delegación Provincial
de Córdoba de esta Consejería, que tiene como objeto la pro-
secución de trámites para la declaración como mineral de
las aguas procedentes del sondeo denominado «Los Villares»,
sito en la finca «Los Villares-Altos de Santa Amalia» (coor-
denadas UTM, huso 30, X=341768 m, Y=4204963 m),
término municipal de Córdoba, expediente incoado por don
Enrique Martín Duffo, en nombre y representación de la empre-
sa Himardu, S.A., y en que concurren los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El entorno hidrológico en que se sitúa el sondeo
reúne las características hidrogeológicas necesarias para su
explotación, de acuerdo con los datos existentes en el Servicio
de Minas de esta Consejería.

Segundo. En cumplimiento de lo estipulado en el art. 39.2
del Reglamento General para el Régimen de la Minería
(R.D. 2857/1978, de 25 de agosto), el Instituto Tecnológico
Geominero de España considera, en informe que obra en el
expediente, que las mencionadas aguas son adecuadas para
ser declaradas como minerales.

Tercero. La Delegación Provincial de Córdoba informa
positivamente la declaración.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Unico. Dado que en el expediente mencionado queda
acreditado que se han cumplido todos los trámites exigidos,
así como que se cumplen todos los requisitos necesarios para

que unas aguas puedan ser declaradas como minerales, de
acuerdo con el art. 39 del Reglamento General mencionado.

Vista la Ley de Minas de 21 de julio de 1973; Reglamento
General para el Régimen de la Minería, de 25 de agosto de
1978, y demás legislación de general y pertinente aplicación,
esta Consejería de Trabajo e Industria, a propuesta de la Dele-
gación Provincial de Granada y con el conforme de la Dirección
General de Industria Energía y Minas,

R E S U E L V E

Declarar como minerales las aguas procedentes del son-
deo «Los Villares», sito en la finca «Los Villares-Altos de Santa
Amalia» (coordenadas UTM, huso 30, X=341768 m,
Y=4204963, término municipal de Córdoba, pudiendo soli-
citarse la autorización de explotación de las mismas dentro
del plazo de un año, a partir del momento de la publicación
de esta Resolución en el Boletín Oficial del Estado.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso potestativo de reposición
ante la Consejería de Trabajo e Industria en el plazo de un
mes, de conformidad con lo establecido en el artículo 116
de la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, o bien ser impugnado directamente mediante
recurso contencioso-administrativo, ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo en Sevilla del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía, en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de su notificación, de conformidad con lo
establecido en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 7 de febrero de 2000.- El Viceconsejero, Antonio
Fernández García.

RESOLUCION de 29 de marzo de 2000, de la
Dirección General de Cooperativas, por la que se hace
pública la relación de subvenciones concedidas al
amparo de la Orden que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Dirección General ha resuelto dar
publicidad a la relación de expedientes subvencionados con
cargo al Programa Presupuestario 67C, y al amparo de la
Orden de 30 de julio de 1997, sobre desarrollo de los pro-
gramas de Promoción de la Economía Social.

Programa: Subvenciones a la Inversión.

Núm. expediente: SC.029.CO/99.
Beneficiario: Serviagro, S.C.A.
Municipio y provincia: Villaviciosa de Córdoba (Córdoba).
Subvención: 10.000.000 de ptas.

Núm. expediente: SC.054.GR/99.
Beneficiario: Intex, S.C.A.
Municipio y provincia: Jun (Granada).
Subvención: 8.000.000 de ptas.

Núm. expediente: SC.010.SE/99.
Beneficiario: Grupo Proyemer, S.C.A.
Municipio y provincia: El Ronquillo (Sevilla).
Subvención: 16.000.000 de ptas.

Sevilla, 29 de marzo de 2000.- El Director General,
Fernando Toscano Sánchez.


